
 

Sr. Estella Hoyos, Presidente 
en sustitución 
 
Sr. Fernández Costales, Consejero 
y Ponente 
Sr. Pérez Solano, Consejero 
Sr. Quijano González, Consejero 
Sr. Madrid López, Consejero 
 
Sr. Besteiro Rivas, Secretario 
 
 

La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en xxxxx el día 28 de 
julio de 2005, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada por la 
entidad xxxxx, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 

. r

 
 

DICTAMEN 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 30 de junio de 2005 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por la 
entidad xxxxx, debido a las lesiones sufridas y los daños ocasionados en el 
vehículo de su asegurada, Dña  zzzzz, po  el mal estado de la vía por la que 
circulaba. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 1 de julio de 2005, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 637/2005, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del Reglamento Orgánico 
del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de 
septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, correspondió su 
ponencia al Consejero Sr. Fernández Costales. 

 
Primero.- Con fecha 19 de julio de 2004, tiene entrada en el registro de 

la Diputación de xxxxx un escrito de reclamación de responsabilidad patrimonial 
de la entidad xxxxx, por los daños materiales y las lesiones sufridas por su 
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asegurada, Dña. zzzzz, en un accidente de tráfico ocurrido el 30 de marzo de 
2004. 

 
Acompaña a su escrito una copia del atestado de la Guardia Civil, 

informe pericial en el que se señala que el importe de reparación asciende a 
10.395,79 euros, así como el informe médico del Hospital hhhhh de xxxxx. 

 
Segundo.- Consta en el expediente el atestado levantado por la Guardia 

Civil de xxxxx, en el que se hace constar como causa del accidente “velocidad 
inadecuada al estado de la vía (húmeda) y configuración de la misma (curva a 
derecha sentido rueda), todo ello sumado a la existencia sobre la plataforma de 
la calzada de arena o gravilla, lo que conlleva a que el conductor del vehículo 
pierda la gobernabilidad del mismo y se salga de la vía por el margen derecho, 
no encontrándose señalizada la existencia de grava o arena sobre la calzada y 
encontrándose la misma a la salida de la curva no pudiendo ser percibida por el 
conductor hasta encontrarse a la altura de la misma”. 

 
Tercero.- Mediante escrito de 26 de julio de 2004, el Jefe del Área de 

Hacienda y Desarrollo Local de la Diputación de xxxxx remite a la compañía 
aseguradora de ésta, sssss, una copia del escrito de reclamación interpuesto. 

 
Cuarto.- Con fecha 14 de febrero de 2005, la compañía sssss presenta 

en el registro de la Diputación de xxxxx un escrito con el desglose de la 
reclamación: 11.718,78 euros por daños materiales y 3.070,64 euros por gastos 
sanitarios. Acompaña diversas facturas e informes médicos para acreditar los 
daños alegados. 

 
Quinto.- Consta en el expediente escrito de fecha 28 de junio de 2004, 

de la Jefe de Servicio del Área Local de Acción Territorial de la Diputación de 
xxxxx, en el que señala que la vía donde se produjo el accidente es de 
titularidad de la Diputación Provincial de xxxxx. 

 
Sexto.- Con fecha 4 de marzo de 2005, el ingeniero técnico de Obras 

Públicas de la Diputación de xxxxx emite un informe en el que manifiesta lo 
siguiente: 
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 “1º.- Que, efectivamente, la mencionada vía provincial, el día 30 
de marzo de 2004, tenía una zona, aproximadamente de 50 m. de longitud, con 
la calzada de la carretera ocupada por arena o gravilla. 

 
 »2º.- Que, en ese punto kilométrico confluyen a la carretera dos 

caminos uno en cada margen, que sirven de acceso a dos graveras, a la 
escombrera municipal y a terrenos agrícolas. Por dichos caminos circulan 
vehículos pesados y agrícolas que son los que arrastran hasta la carretera la 
arena o gravilla. 

 
 »3º.- Que, en la zona del accidente no está específicamente 

señalizada la existencia de arena y gravilla en la calzada, pero sí está 
señalizada, tanto en vertical como en horizontal con un prohibido adelantar, 
doble curva, paneles direccionales y línea de eje y laterales, por lo que el 
conductor debe tener prudencia ante estas indicaciones de peligro. 

 
 »4º.- Que, como puede apreciarse en las fotocopias que se 

adjuntan de los partes diarios de operaciones de la brigada de conservación de 
la zona de xxxxx, los días 23 y 30 de enero, 1, 26 y 31 de marzo, la citada 
brigada recorrió la mencionada vía provincial, haciendo entre otras tareas, el 
barrido de arena y gravilla de ciertas zonas. 

 
 »5º.- Que en las diligencias instruidas por la Agrupación de Tráfico 

de la Guardia Civil de xxxxx, especifican claramente las causas del accidente e 
incluso manifiestan la toma de fotografías que pueden aclarar determinadas 
dudas”. 

 
Séptimo.- Mediante Decreto de la Presidencia de 16 de marzo de 2005 

(notificado el 21 de marzo) se da trámite de audiencia a la parte interesada. 
Ésta presenta escrito de alegaciones el 23 de marzo de 2005, reiterando sus 
pretensiones. 

 
Octavo.- Con fecha 5 de abril de 2005, la Jefe de Sección de 

Contratación y Patrimonio formula informe-propuesta en sentido desestimatorio 
al no quedar determinado en el expediente la relación de causalidad entre el 
daño alegado y el funcionamiento de la Administración. 
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Noveno.- El Jefe de la Asesoría Jurídica de la Diputación de xxxxx, 
mediante escrito de fecha 27 de mayo de 2005, hace suyo el informe anterior 
de la Jefe de Sección de Contratación y Patrimonio. 

 
Décimo.- Con fecha 30 de mayo de 2005, la Jefe de Servicio de 

Hacienda de la Diputación de xxxxx propone al Presidente de la Diputación 
solicitar dictamen a este Órgano Consultivo y suspender el plazo para resolver 
el procedimiento. 

 
Undécimo.- Con fecha 1 de junio de 2005, se formula propuesta de 

decreto de la Presidencia en los términos antes referidos. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en la parte interesada los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
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Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 

 
Asimismo, hemos de poner de relieve que no consta acreditada la 

representación de la reclamante, que actúa en nombre propio y en el de su 
asegurada, Dña. zzzzz, ni tampoco del representante legal de la entidad xxxxx. 
No obstante, y con el fin de evitar retrasos en la resolución del presente 
expediente, este Órgano Consultivo va a proceder a entrar en el fondo del 
asunto, poniendo de relieve que la acreditación de la representación debe 
solventarse antes de dictar la correspondiente resolución de la reclamación 
presentada, para no incurrir en una causa de anulabilidad, conforme al artículo 
63 de la Ley 30/1992, citada. 

 
Al respecto, tal y como ha declarado el Tribunal Constitucional en su 

Sentencia 104/1997, de 2 de junio, “la falta de acreditación de la 
representación procesal, si el defecto se reduce a aquélla, tiene carácter 
subsanable, de forma que no puede conllevar automáticamente la inadmisión 
del escrito sino hasta después de ser requeridos, y no aportados, los 
documentos omitidos” (también, Sentencias 163/1985, 117/1986, 132/1987, 
59/1988, 174/1988, 6/1990, 92/1990, 213/1990, 133/1991, 350/1993). 

 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

Presidente de la Diputación de xxxxx, en virtud del artículo 34.1.o) de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación 
con el 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.  
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2002), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 

 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de daños 
y perjuicios formulada contra la Diputación de xxxxx por la entidad xxxxx, 
debido a las lesiones sufridas y los daños ocasionados en el vehículo de su 
asegurada, Dña. zzzzz, por el mal estado de la vía por la que circulaba. 

 
La parte interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
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Administrativo Común, esto es, antes de transcurrir un año desde la fecha del 
hecho causante. 

 
6ª.- En cuanto al fondo de la cuestión planteada, estima este Consejo 

Consultivo, a diferencia de los órganos que han informado a lo largo del 
procedimiento, que sí existe responsabilidad por parte de la Administración 
local, en los términos que a continuación se exponen. 

 
La Administración tiene el deber de mantener las carreteras abiertas a la 

circulación pública en condiciones tales que la seguridad de quienes las utilicen 
esté normalmente garantizada.  

 
En cuanto a las normas que regulan la imposición de obligaciones al 

respecto, el artículo 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor 
y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo, dispone que “corresponde al titular de la vía la 
responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales”. 

 
 El Tribunal Supremo, en Sentencia de 21 de abril de 1998, afirma que 
para que exista responsabilidad en estos casos basta con la existencia de 
factores sin cuya concurrencia no se hubiera producido el resultado, “no siendo 
admisibles, en consecuencia, restricciones derivadas de otras perspectivas 
tendentes a asociar el nexo de causalidad con el factor eficiente, 
preponderante, socialmente adecuado o exclusivo para producir el resultado 
dañoso, puesto que válidas como son en otros terrenos irían en éste en contra 
del carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial de las administraciones 
públicas (Sentencias de 5 de junio y 16 de diciembre de 1997). La 
consideración de hechos que puedan determinar la ruptura del nexo de 
causalidad, a su vez, debe reservarse para aquellos que comportan fuerza 
mayor, única circunstancia admitida por la Ley con efecto excluyente, a los 
cuales importa añadir el comportamiento de la víctima en la producción o el 
padecimiento del daño, o la gravísima negligencia de ésta, siempre que estas 
circunstancias hayan sido determinantes de la existencia de la lesión y de la 
consiguiente obligación de soportarla en todo o en parte (Sentencias de 27 de 
abril de 1996 y 7 de octubre de 1997)”. 
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Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por la 
parte reclamante y la regularidad formal de su petición, la única cuestión 
planteada consiste en determinar si el expresado daño ha sido o no 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal del servicio público, 
presupuesto indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración, conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, ya citada. Así como, una vez determinado lo anterior, a quién le 
corresponde la titularidad de la vía donde se produjo el accidente. 

 
7ª.- De las actuaciones practicadas en el expediente ha quedado 

acreditado que efectivamente el accidente se produjo en el lugar que la 
reclamante hace constar, las lesiones que padeció y los gastos de reparación 
del vehículo. Lo que debe determinarse es si estos daños fueron producidos 
como consecuencia de un incumplimiento de la Administración, por culpa 
imputable exclusivamente al demandante, o bien por concurrencia de ambas 
circunstancias. 

 
Tal y como han señalado los Tribunales de Justicia, la mera existencia de 

gravilla no tiene que determinar un riesgo inevitable para la circulación, pues si 
la velocidad de los vehículos se adapta al estado de la vía no hay razón para 
que se produzca su pérdida de control. 

 
En el presente caso, resulta innegable la existencia de arena o gravilla en 

la calzada, tal y como se desprende de las diligencias abiertas por la Agrupación 
de Tráfico de la Guardia Civil de xxxxx y el informe del ingeniero técnico de 
Obras Públicas de la Diputación de xxxxx.  

 
Las causas del accidente a juicio de la fuerza instructora, según se hace 

constar en las Diligencias 101/04, fueron la velocidad inadecuada al estado de 
la vía (húmeda) y la configuración de la misma, todo ello sumado a la 
existencia sobre la plataforma de la calzada de arena o gravilla, lo que hizo que 
el conductor del vehículo perdiera el control y se saliera de la vía por el margen 
derecho. 

 
El núcleo del debate, por lo tanto, hay que situarlo en la determinación 

de la causa del accidente sufrido por la reclamante; básico para resolver dicha 
cuestión es el informe técnico de la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil 
(Destacamento de xxxxx) antes referido. 
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Del mismo se desprende que en el proceso causal ha interferido la 
conducta de la propia víctima –la conductora del vehículo–, al ir a más 
velocidad de la recomendada; ahora bien, dicha conducta no es suficiente por sí 
sola para neutralizar del todo aquella responsabilidad contraída por la 
Diputación de mantener en buen estado las carreteras de las que es titular, 
puesto que ha quedado acreditada la existencia de gravilla o arena y la 
ausencia de señalización específica al respecto. En definitiva, a juicio de este 
Consejo Consultivo, se ha producido un concurso de causas, que determina un 
reparto en la proporción de la deuda en que se concreta el deber de 
indemnizar. 

 
Habiéndose apreciado, como ha quedado expuesto, una concurrencia de 

causas en el daño padecido, ha de precisarse en qué medida han incidido cada 
una de ellas en el resultado acontecido. Cuando existe concurrencia de causas 
diferentes, unas imputables a la Administración y otra a conductas ajenas, debe 
valorarse dicha concurrencia para atemperar equitativamente la responsabilidad 
administrativa (Sentencias del Tribunal Supremo de 19 de noviembre de 1994 y 
25 de febrero de 1995, entre otras), puesto que la concurrencia de causas 
distintas en la producción de un resultado dañoso no exonera de 
responsabilidad patrimonial a la Administración, dando lugar a una 
compensación de responsabilidades o compensación de consecuencias 
reparadoras, debiendo valorarse dichas causas para moderar equitativamente, 
como se acaba de exponer, la cuantía de la responsabilidad indemnizatoria que 
corresponde a la Administración. 

 
Por lo tanto, en el presente caso, y a falta de datos suficientes que 

permitan a este Consejo determinar, con más exactitud, la distribución de la 
carga indemnizatoria, la solución no puede ser otra que la razonablemente 
adoptada por el Consejo de Estado, entre otros en su Dictamen 2357/2001, de 
25 de octubre, esto es, repartir por la mitad la cuantía de los daños entre la 
Administración y la parte reclamante. 

 
Respecto a la cuantía indemnizatoria, ha de recordarse que la reclamante 

solicita 11.718,78 euros por daños materiales y 3.070,64 euros por gastos 
sanitarios. Una vez analizadas las facturas correspondientes a los gastos 
médicos se observa que se incluye un recibo de taxi por importe de 15 euros, 
en el que no aparece ni siquiera el trayecto realizado, sino simplemente xxxxx-
xxxxx, por lo que no queda demostrada su relación con los gastos médicos 
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soportados, lo cual determina que no se pueda incluir dentro de la cuantía 
indemnizatoria. 

 
Por lo demás, se considera que la Administración debe abonar la mitad 

del importe de reparación del vehículo –5.859,39 euros– y la mitad de los 
gastos sanitarios acreditados –1.527,82 euros–, sin menoscabo de cotejar 
previamente las copias de las facturas aportadas con su original. 

 
Todo ello sin perjuicio de que el importe de la indemnización deba 

actualizarse a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

 
 

III 
CONCLUSIONES  

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial en el expediente de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por la entidad xxxxx, debido a las lesiones sufridas y los daños 
ocasionados en el vehículo de su asegurada, Dña. zzzzz, por el mal estado de la 
vía por la que circulaba. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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